
 

 1 

  
 
 
 

ESTRATEGIA NACIONAL DE INVOLUCRAMIENTO - ARGENTINA 
 

 
 

EVALUACIÓN DEL PAÍS 
15 de febrero de 2018 
María Soledad Salas 

 
 
Introducción 

La International Land Coalition (ILC) es una alianza global de la sociedad civil, organizaciones de 
campesinos, agencias de Naciones Unidas, ONGs e institutos de investigación, para promover 
el acceso seguro y equitativo a la tierra de mujeres y hombres en pobreza, a través de la 
promoción, el diálogo, el intercambio de conocimientos y la creación de capacidades. 

Con la aprobación de todos los miembros de la Coalición de sus 10 compromisos para una 
gobernanza de la t ierra centrada en las personas (2013) y la adopción de la nueva 
Estrategia 2016-2021, la ILC ha dado un paso sin precedentes para lograr la transformación 
de la gobernanza de la tierra a nivel de país. La misma se lleva a cabo mediante las Estrategias 
Nacionales de Involucramiento (ENI), a través de las cuales la Coalición pone en marcha 
plataformas nacionales integradas por múltiples partes interesadas y estrategias conjuntas.  

En Argentina, la ENI se conforma con la alianza de las organizaciones Federación Agraria 
Argentina, Fundapaz, Fundación Plurales y Redes Chaco, miembros comprometidos 
de la ILC que trabajan diversas problemáticas de tierras y recursos naturales en el país.   

La formulación de la ENI requiere contar con una Evaluación del país como punto de partida 
para una consulta informada y toma de decisiones estratégicas, cuyos objetivos son: 

1. Examinar en el país la situación actual de los 10 compromisos de la ILC para una 
gobernanza de la tierra centrada en las personas. 

2. Fomentar un debate más fundamentado entre los miembros de la ILC y los socios que 
trabajan en el país cuando se trate de definir la Estrategia para el país. 

3. Proporcionar a la ILC una base de referencia a nivel de país, a raíz de la cual se 
monitorearán las tendencias a lo largo del tiempo.  

En esta línea, presentamos a continuación, un panorama general de los 10 compromisos de la 
ILC en Argentina. 
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Compromiso 1 - Derechos de tenencia seguros.  
Respetar, proteger y fortalecer los derechos a la tierra de las mujeres y hombres que viven en la 
pobreza, asegurando que nadie sea privado del uso y control de la tierra de la cual su bienestar 
y dignidad humana dependen, por ejemplo a través de desalojos, expulsión o exclusión, y 
asegurando que los cambios obligatorios en la tenencia de la tierra se lleven a cabo solamente 
de conformidad con el derecho internacional y los estándares de derechos humanos. 

 
Marco Legal Argentino1 

En 1853 la Nación Argentina adopta para su gobierno, la forma representativa, republicana y 
federal, por voluntad y elección de las provincias que entonces la componían, dictándose la 
primera Constitución Nacional (CN) de índole netamente liberal, que reconoce principalmente, 
derechos de primera generación. Desde entonces, cada provincia dicta para sí una Constitución,  
de acuerdo con los principios de la CN, y conserva todo el poder no delegado en la misma al 
Gobierno Federal. Uno de los poderes no delegados fue el dominio de los recursos naturales 
existentes en sus territorios (Artículo 124 CN), con excepción de las tierras de propiedad 
nacional. En este sentido, el Artículo 125 CN dispone que las provincias pueden  promover la 
colonización de tierras de propiedad provincial.  

Es por esta estructura político-administrativa y principios dados en la Carta Magna de Argentina, 
que cada Provincia posee un régimen diferente respecto de la propiedad, distribución y uso de 
la tierra y de los recursos naturales en general. 

A nivel nacional, la reforma constitucional de 1994 amplía el marco de derechos, otorgando 
jerarquía constitucional al Pacto de San José de Costa Rica e incorporando el inciso 17 del 
Artículo 75, que reconoce un nuevo tipo de propiedad en el Derecho Argentino, la propiedad 
comunitaria de la tierra de comunidades indígenas, resultado de años de lucha por la 
reivindicación de sus derechos, por parte de numerosas comunidades de originarios. Si bien la 
CN no menciona en forma expresa la función social de la propiedad, el reconocimiento de la 
propiedad comunitaria y la incorporación del principio de desarrollo sostenible que contempla 
dicha reforma, alteran implícitamente el alcance absoluto del derecho de propiedad. 

En cuanto a las normativas provinciales, la función social de la propiedad está abiertamente 
reconocido en la mayoría de las constituciones provinciales; incluso determinadas provincias nos 
ofrecen pautas colonizadoras precisas y establecen los lineamientos fundamentales para regular 
la propiedad, el uso y tenencia de la tierra. Cabe destacar el alcance de las constituciones de 
Formosa, Chaco, Misiones, Catamarca, La Pampa, Neuquén, Río Negro y Santa Cruz, en las que 
se entiende la colonización como un todo integral, donde el reparto de tierras se complementa 
con medidas impositivas, educativas, cooperativas, de acceso al crédito, de acceso a la 
tecnología, etc., coadyuvando al fortalecimiento de la agricultura familiar. 

Desafortunadamente, a pesar de los mandatos de la CN y las constituciones provinciales, y de 
que Argentina es considerada “progresista” en cuanto al reconocimiento de derechos y es 
firmantes de todos los tratados internacionales sobre Derechos Humanos, existe un profunda 

                                         
1 Fuentes: Soumolou, Luciana. "Informe elaborado para la Federación Agraria Argentina sobre el marco legal vigente 
aplicable a tierras".  

 
2 Informe Sombra CEDAW, 2016. 
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brecha entre legislación y realidad; la mayoría de las comunidades aborígenes y campesinas se 
encuentran hoy en sus territorios, sin tener la seguridad jurídica de un título de propiedad y en 
porciones de tierras no aptas e insuficientes para el desarrollo humano2. 

 
Leyes que rigen la tenencia de tierras  

Ley de Extranjerización de Tierras 
La Ley 26.737 o “Ley de Tierras”, promulgada en 2011, establecía 
un marco legal de poder expropiatorio del Estado, teniendo en 
cuenta que las tierras rurales en manos extranjeras no podían 
superar el 15 por ciento del total. 
En 2016, el Gobierno Nacional lanza un Decreto presidencial 
modificando la Ley 26.737. El mismo actualiza la reglamentación 
del Código Civil y Comercial, que limitaba la compra de tierras 
por parte de extranjeros, flexibilizando la venta de campos y 
grandes extensiones, para dinamizar la inversión extranjera 
productiva: "de modo tal que se faciliten y posibiliten las 
inversiones en el país"3.  
Este decreto es impugnable por inconstitucional, ya que un 
decreto no puede modificar una ley que tiene mayor jerarquía. Su 
pedido de nulidad se tramita en la Capital Federal, en el Juzgado 
Contencioso Administrativo Federal Nº 5. 
Cabe mencionar que del total de 7.490.265,42 hectáreas 
(cultivables) en todo el país declaradas en manos extranjeras, el 
89,36% corresponde a personas jurídicas, de las cuales sólo el 7% 
están inscriptas como extranjeras, mientras que el 93% están 
registradas como nacionales pero con capitales extranjeros. En 
tanto, 433.634 hectáreas pertenecen a firmas con capitales 
provenientes de paraísos fiscales4. 
 
Ley de Tierras para los Pueblos Originarios 

La Ley 26.160 (sancionada en 2006, prorrogada en 2009 y en 2017 -hasta el 2021-): dispone la 
suspensión de los desalojos de tierras ocupadas por comunidades indígenas hasta que se 
realice un relevamiento de esos terrenos.   
El 08 de noviembre de 2017, la Cámara de Diputados cumplió con un fuerte reclamo de las 
comunidades originarias y convirtió en ley, por unanimidad, la tercera prórroga de la Ley 26.160. 
La norma, que ya lleva 11 años de vigencia y que vencía el 23 de noviembre pasado, regirá así 
por otros cuatro años. 

                                         
2 Informe Sombra CEDAW, 2016. 
3 Página oficial de información legislativa consultada el 03/12/2017: 
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/260000-264999/262676/norma.htm 
4 Artículo digital consultado el 03/12/2017: http://www.radiografica.org.ar/2017/02/12/informe-la-verdadera-proporcion-
de-tierra-argentina-en-manos-extranjeras/ 
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Según el INAI, hay 1532 comunidades identificadas en el Programa Nacional de Relevamiento 
Territorial Indígena, pero sólo 459 tienen el procedimiento culminado, es decir, apenas el 30%5, 
a pesar de haberse designado una partida presupuestaria especial para su ejecución. 

 
Modelo Agropecuario y Tierras6 

Observamos en el país, durante las últimas tres décadas, un Proceso de concentración de la 
tierra y RRNN y la Consolidación de la ocupación total del territorio nacional.  

Este proceso se explica por las políticas y estrategias definidas por los distintos gobiernos que 
condujeron el país. Durante la dictadura militar, comenzó la disolución de organismos y 
modificación de leyes que contemplaban la función social de la tierra y promovían el desarrollo 
rural, como el Consejo Agrario Nacional, disuelto en 1980. En la década de los '90 primaron la 
desregulación de mercados y las privatizaciones, y con ello una fuerte expansión de grandes 
corporaciones agroindustriales nacionales y transnacionales a través de la provisión de insumos, 
logística y transporte, y el procesamiento industrial y comercialización de la producción 
agropecuaria. Con la crisis del 2001 y la devaluación del 2002, se produce una mejora 
considerable de los precios de los productos agropecuarios, y con esto, comienzan a realizarse 
inversiones desde sectores urbano y extranjero al campo, y así, se consolida el avance de la 
frontera agropecuaria. 

Estas circunstancias ayudan a explicar por qué, actualmente, tan solo el 5% de la población total 
del país -es decir, unos dos millones de personas- viven en las áreas rurales, a pesar que la 
superficie apta para la agricultura asciende a unas ciento noventa millones de hectáreas (70% de 
ellas con características semiáridas). En lugar de pobladores, son los pools de siembra, las 
megaempresas agropecuarias y los inversores urbanos y extranjeros quienes han acaparado y 
ocupado las tierras de pequeños y medianos productores, campesinos e indígenas mediante 
diferentes formas de tenencia, desplazándolos de la actividad productiva y de las áreas rurales, 
consolidando con ello una agricultura sin agricultores, en medio de una carrera constante por 
los precios en los arrendamientos y el acaparamiento de los recursos naturales.  

 
 
  

                                         
5 Artículo digital consultado el 03/12/2017: https://www.lmneuquen.com/aprueban-prorroga-la-ley-que-suspende-los-
desalojos-pueblos-originarios-n570399 
6 La tierra un recurso en disputa. INTERNACTIONAL LAND COALITION, 2014. 
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Compromiso 2 - Sistemas agrícolas en pequeña escala sólidos. 
Asegurar la distribución equitativa de la tierra y la inversión pública que apoye los sistemas 
agrícolas de pequeña escala, incluyendo a través de reformas agrarias distributivas que 
contrarresten la excesiva concentración de la tierra, promuevan el uso y el control de la tierra en 
formas segura y equitativa, y asignen tierras adecuadas a productores y productoras rurales y 
habitantes urbanos sin tierra, apoyando a la vez a los pequeños campesinos y campesinas como 
inversionistas y productores, como por ejemplo a través de cooperativas y modelos de negocios 
en asociación. 

 
Precariedad institucional de la Agricultura Famil iar7 

Desde el cambio de Gobierno Nacional en diciembre de 2015 se advierten políticas que 
favorecen sectores del campo vinculados a la gran producción y a la exportación, mientras que 
la pequeña producción va quedando de lado. Esto se puede observar desde la redefinición 
inicial del nombre de la cartera que pasó de llamarse “Ministerio de Agricultura, Ganadería y 
Pesca” a “Ministerio de Agroindustria”. 

En esta línea, el decreto presidencial 302/17, del 2 de mayo de 2017, planteó una redefinición 
del organigrama del Ministerio de Agroindustria eliminando oficialmente la antigua Secretaría 
de Agricultura Familiar (SAF) que pasa a fusionarse con la de Coordinación y Desarrollo 
Territorial. 

Aunque inicialmente el ex titular de la SAF, Oscar Alloatti, se comprometió públicamente a 
continuar con las políticas previas para el sector, que venía de conseguir un importante logro en 
2014 con la aprobación de la ley de “Reparación histórica de la agricultura familiar para la 
construcción de una nueva ruralidad en la Argentina”, durante todo 2016 se produjo el 
desfinanciamiento del área destinada a apoyar y fomentar a las pequeñas producciones 
agrícolas familiares, minifundistas, campesinas o indígenas.  

Alloatti, como otros funcionarios ya alejados de la gestión, también demostró una cierta 
reticencia a aplicar los recortes de hasta 30% de personal que se le exigían (la SAF contaba con 
aproximadamente 1500 técnicos en todo el país). Su gestión duró unos escasos diez meses y en 
octubre de 2016 presentó su renuncia. Su cargo no fue cubierto, dejando a la SAF acéfala hasta 
su fusión con la Secretaría de Coordinación y Desarrollo Territorial en mayo de 2017. 

En noviembre de 2017 asume como Ministro de Agroindustria Luis Miguel Etchevehere, ex 
presidente de la Sociedad Rural Argentina, quien reorganiza el organigrama de su cartera, 
ubicando al área de agricultura familiar, ya no como Subsceretaría, sino en el siguiente escalón 
del organigrama, como Dirección Nacional8. 

Más allá de la estructura ministerial, la señal positiva para el sector fue el nombramiento de Julio 
Curras, un ex vicepresidente de la Federación Agraria como Director Nacional de 
Fortalecimiento Institucional y apoyo a las organizaciones de la Agricultura Familiar, quien 
llevará la bandera de la agricultura familiar, con la convicción de la necesidad de desarrollar 

                                         
7 Artículo digital consultado el 03/12/2017: https://latinta.com.ar/2017/05/el-gobierno-nacional-elimino-la-secretaria-de-
agricultura-familiar/ 
8 Página oficial consultada el 10/02/2018: 
https://www.agroindustria.gob.ar/sitio/areas/s_agregado_de_valor/?accion=noticia&id_info=171218125332 
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políticas diferenciadas y la comprensión de la complejidad del sector de su institución de 
origen9. 

A partir de estas reformas se supone que los programas remanentes de apoyo a pequeños 
productores y agricultores familiares se procesarán a través de los programas del Instituto 
Nacional de Tecnología Agrícola (INTA) Cambio Rural y ProHuerta. En este sentido, cabe 
mencionar que el INTA sufrió un achicamiento de su presupuesto de 1.200 millones de pesos 
(reducción del 3,4%10) en el último presupuesto (presupuesto 2018). Por otro lado, la ayuda a las 
familias agricultoras se canalizará vía Ministerio de Desarrollo Social, ubicándolo como una 
dimensión de pobreza que debe ser atendedido por medio de programas sociales. 

 
Programas en marcha 

El Programa para el desarrollo rural incluyente (PRODERI) tiene por finalidad promover la mejora 
de las condiciones sociales y productivas de las familias rurales pobres y el incremento de sus 
ingresos, como resultado del aumento de su producción, la inserción en cadenas de valor y la 
creación de oportunidades de trabajo. 

El PRODERI se lanzó en 2015 y se ejecuta a través de la Unidad para el Cambio Rural 
(UCAR) del entonces Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación, hoy Ministerio 
de Agroindustria. El Programa es de alcance nacional, con prioridad para las provincias del 
noroeste y alcance progresivo al resto del país, con una extensión temporal de seis años. 
Financiado por el Estado Nacional a través de fondos directos y de créditos tomados con 
organismos internacionales como el Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola (FIDA), los 
recursos del PRODERI alcanzan los U$S 112 millones11. 

Según detalles del presidente del FIDA -en su primer visita oficial al país el 23 de noviembre de 
2017- el PRODERI  se está ejecutando en 17 provincias y se propone atender a 25.000 hogares 
pobres que se dedican a la agricultura familiar, entre los que se incluyen, 4.000 viviendas 
indígenas y 8.000 familias en situación de especial vulnerabilidad, detalló el FIDA, refiriéndose a 
productores sin tierra, hogares encabezados por mujeres, a jóvenes y a asalariados eventuales12. 

Otros programas correspondientes a la UCAR son:  

• Proyecto de Inclusión Socio-Económica en Áreas Rurales (PISEAR), financiado con fondos del 
Banco Mundial. El PISEAR tiene por objetivo la inclusión socio-económica de las familias 
rurales pobres “a través del fortalecimiento de su capacidad de organización, 
planificación y gestión, la mejora en el acceso a infraestructura y servicios comunitarios y 
el desarrollo de alianzas productivas para el acceso sostenible a los mercados”;   

• Programa de Inserción Económica de los Productores Familiares del Norte Argentino 
(PROCANOR), con el objetivo de mejorar la inserción del sector en “cadenas de valor en 

                                         
9 Artículo digital consultado el 13/01/2018: A http://bichosdecampo.com/julio-curras-el-pequeno-productor-debe-estar-
contenido-con-politicas-diferenciadas/ 
10 Artículo digital consultado el 13/01/2018: 
https://infocielo.com/nota/84884/el_presupuesto_2018_llega_con_recortes_para_el_sector_agroindustrial_y_pone_en_ja
que_al_inta/ 
11 Página oficial FAO consultada el 03/12/2017: http://www.fao.org/family-farming/detail/es/c/308889/ 
12 Artículo digital consultado el 03/12/2017: http://informeagropecuario.com.ar/2017/11/23/gilbert-f-houngbo-
presidente-del-fondo-internacional-de-desarrollo-agricola-fida-de-las-naciones-unidas-realizo-su-primera-visita-al-pais/ 
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condiciones beneficiosas y sostenibles”;   

• Programa de Desarrollo Rural y Agricultura Familiar (PRODAF), para promover el progreso 
rural en la cadenas de valor citrícola, lechera, algodonera y ganadera en Entre Ríos y 
Chaco.   

• Programa para el Desarrollo de la Cadena Caprina (PRODECA),   

• Programa de Desarrollo Acuícola y Pesquero Sustentable (PRODESPA),   

• Programa para Incrementar la Competitividad del Sector Azucarero del NOA  (PROICSA),   

• Programa para el Desarrollo de Nuevas Áreas de Riego en Argentina (PROSAP-CAF) 

• Programa de Sustentabilidad y Competitividad Forestal.  

El 17 de noviembre de 2017 se publicó en el Boletín Oficial el decreto 945/20179 donde se 
elimina las Unidades específicas que gestionan programas con fondos internacionales (FIDA, 
BID, BM). Este decreto afecta directamente a la UCAR que si bien el decreto detalla que “hasta 
tanto se realicen las modificaciones estructurales” los programas antes citados seguirán 
dependiendo de la UCAR.  

Durante el 2017 muchos programas que asistieron de manera especial al sector de la Agricultura 
Familiar han cambiado o terminado. Un caso relevante es el programa Cambio Rural II (INTA), el 
cual actualmente reconfiguró su grupo beneficiario, dando de baja varios grupos en todo el 
país. Algunos de esos grupos, ahora funcionan bajo el nombre “Grupos de Abastecimiento 
Local” (GAL) pero aún quedan muchas dudas sobre la verdadera implementación y continuidad 
del mismo.  

Otros programas que trabajan en la región del Chaco Argentino y que durante el 2017 
destinaron recursos y atendieron activamente el sector de la Agricultura Familiar son los 
provenientes del Ministerio de Desarrollo Social y Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sustentable.  

En este punto es importante mencionar: 

. “Plan de Protección Nacional”  (Desarrollo Social)  

El programa tiene por objetivo “reducir la indigencia a través del empoderamiento de las 
familias y la comunidad donde viven” y “promover la mejora de las condiciones de vida y el 
fortalecimiento de las redes comunitarias”. Está dirigido a hogares en situación de extrema 
vulnerabilidad con embarazadas, niños y niñas entre 0 y 4 años bajo la línea de indigencia del 
NOA, NEA y Gran Buenos Aires. El componente de desarrollo comunitario busca desarrollar 
capacidades de incidencia colectiva, autogestión, participación ciudadana y planificación 
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comunitaria de corto, mediano y largo plazo13. 

.  Programa “Bosques Nativos y Comunidad” (Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sustentable) 

El programa tiene como objetivo “lograr que las masas boscosas nativas contribuyan al 
desarrollo productivo regional, elevando la calidad de vida de todos los actores que intervienen 
en la cadena de valor” y “Contribuir al arraigo de las comunidades mediante la promoción del 
uso productivo sustentable y el comercio justo de los bienes y servicios provenientes de los 
bosques nativos”14. Mediante un crédito de 58,7 millones de dólares otorgado por el Banco 
Mundial (BIRF 8493), en conjunto con una inversión nacional de 2,5 millones de dólares, el 
programa busca fomentar el aprovechamiento productivo mediante la implementación de 
planes de manejo forestal sustentable que beneficien a pequeños productores, comunidades 
originarias y campesinas de Chaco, Santiago del Estero, Salta, Jujuy y Misiones. El Proyecto 
alcanza a unos 150.000 beneficiarios que accederán a obras, bienes, equipamiento, capacitación 
e información y su instrumentación se realizará mediante cinco áreas de inversión y aplicación.15 

. Plan Nacional de Economía Social “Creer y Crear” (Ministerio de Desarrollo 
Social)  

El programa impulsa distintas herramientas para el desarrollo de las economías regionales como 
ser: Monotributo Social, Programa Manos a la Obra, Microcreditos, Ferias y Mercados, 
Emprendedores de Nuestra Tierra, Responsabilidad Social, Compre Social (para cooperativas) 16. 

  

                                         
13 PPT y documento de Presentación para OSD del Programa de Protección Social (Ministerio de 
Desarrollo Social)  
14 https://www.casarosada.gob.ar/pdf/ActoCentralPRESENTACIONPROYECTOBOSQUESNATIV.pdf 
15 http://ambiente.gob.ar/bosques/proyecto-bosques-nativos-y-comunidad/ 
16 http://www.desarrollosocial.gob.ar/economiasocial 
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Compromiso 3 - Diversidad en los sistemas de tenencia. 
Reconocer y proteger los diversos sistemas de tenencia y producción de los cuales dependen 
los medios de vida de las personas, incluyendo los sistemas de tenencia comunales y 
consuetudinarios de pequeños productores, pueblos indígenas, pastores nómadas, pueblos 
pescadores y titulares de derechos superpuestos, cambiantes y periódicos a la tierra y otros 
recursos naturales, incluso cuando no sean reconocidos por la ley, y al mismo tiempo 
reconociendo que el bienestar de los usuarios de los recursos podrían ser afectados por 
cambios más allá de las fronteras de la tierra sobre la cual tienen derechos de tenencia. 
 
Sistemas de Tenencia17 

El Código Civil Argentino (de aplicación en todo el territorio argentino) no hace distinción 
alguna entre inmuebles urbanos y rurales, estableciendo que para ser considerado propietario 
de un inmueble, es necesario poseer el Título de Propiedad -entiéndase por tal Escritura 
Pública-, y que ese título esté inscripto en el Registro de la Propiedad Inmueble. Cada Provincia 
posee su propio Registro de Propiedad Inmueble. 

El mencionado Código, hace una diferenciación entre “Tenencia”, “Posesión” y “Dominio”. Una 
persona física o jurídica tiene la “Tenencia” de un inmueble cuando la detenta en su poder pero 
reconoce la propiedad en otra. Ejemplo de esto, es cuando un arrendatario goza del inmueble, 
pero reconoce que debe restituirlo a quien tiene el Título de Propiedad a su nombre, o sea, al 
dueño. Existe la obligación de devolver el inmueble a otro. (Artículo 2.352: El que tiene 
efectivamente una cosa, pero reconociendo en otro la propiedad, es simple tenedor de la cosa, 
y representante de la posesión del propietario, aunque la ocupación de la cosa repose sobre un 
derecho). 

Para detentar la “Posesión”, en cambio, son necesarios dos elementos: el “corpus” (la cosa) y el 
“animus domini” (el ánimo de dueño). Implica gozar de la cosa inmueble en carácter de dueño, 
sin reconocer en otra persona el derecho a la propiedad de la misma. (Artículo 2.351: Habrá 
posesión de las cosas, cuando alguna persona, por sí o por otro, tenga una cosa bajo su poder, 
con intención de someterla al ejercicio de un derecho de propiedad). Veremos cómo la 
posesión de un inmueble, otorga derechos a quien la alega y prueba fehacientemente en un 
Tribunal. 

En cuanto al “Dominio” se establece en el Artículo 2.506, que es el derecho real en virtud del 
cual una cosa se encuentra sometida a la voluntad y a la acción de una persona. En nuestro 
Código Civil, el dominio es perpetuo, y subsiste independiente del ejercicio que se pueda hacer 
de él. El propietario no deja de serlo, aunque no ejerza ningún acto de propiedad, aunque esté 
en la imposibilidad de hacerlo, y aunque un tercero los ejerza con su voluntad o contra ella, a no 
ser que deje poseer la cosa por otro, durante el tiempo requerido para que éste pueda adquirir 
la propiedad por la prescripción. 

Tanto la Posesión como el Dominio, dadas ciertas condiciones, se pierden y generalmente 
existe una contraparte que los adquieren. La Posesión y también el Dominio se pierden por 
abandono voluntario de la cosa con intención de no poseerla en adelante 

                                         
17 Soumolou, Luciana. "Informe elaborado para la Federación Agraria Argentina sobre el marco legal vigente aplicable a 
tierras". 
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Ahora bien: conforme el Código Civil el dominio de un inmueble no se puede adquirir por 
apropiación, aunque sí por prescripción adquisitiva. Existen dos modos de adquirir el dominio 
por prescripción: por la posesión durante 10 o 20 años. Según el Artículo 3.999 el que adquiere 
un inmueble con buena fe y justo título prescribe la propiedad por la posesión continua de diez 
años. En tanto, si se ha poseído el inmueble, continuadamente, durante 20 años, con ánimo de 
tener la cosa para sí, aunque no se tenga buena fe ni título alguno, también se puede adquirir la 
propiedad por prescripción. Al que poseído durante veinte años sin interrupción alguna, no 
puede oponérsele ni la falta de título ni su nulidad, ni la mala fe en la posesión. 

Estas normas del Código Civil, son la única herramienta jurídica con la que cuentan en la 
mayoría de los casos, miles de poseedores de distintas regiones de nuestro país, para defender 
su derecho de propiedad, ante los intentos de desalojo por parte de dudosos propietarios que, 
junto a la expansión de la frontera agrícola y los precios internacionales de los granos, ven a 
esas tierras (abandonadas por unos primero y poseídas por otros durante varias generaciones) 
como el negocio de esta etapa histórica y económica. 

 

Tenencia de la Tierra: datos 

Como podemos observar en el gráfico18 a continuación, existe una alta proporción de tierra y 
productores con situación de tenencia precaria (considerando sucesiones indivisas, aparcería, 
contratos accidentales, ocupación con permiso y de hecho). 

A su vez, entre 1998 y 2002, el arrendamiento creció un 64%. 

  

                                         
18 Ibíd. 
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Compromiso 4 - Igualdad en los derechos a la tierra para las mujeres.  
Asegurar la justicia de género en relación con la tierra, tomando todas las medidas necesarias 
para lograr la igualdad tanto de jure como de facto, fortaleciendo la capacidad de las mujeres 
para defender sus derechos a la tierra y participar en pie de igualdad en la toma de decisiones, 
y asegurando que el control sobre la tierra y los beneficios derivados de ello sean equitativos 
entre mujeres y hombres, incluyendo el derecho a heredar y legar derechos de tenencia. 
 
Marco Legal internacional 

La Convención sobre la Eliminación de toda forma de Discriminación contra la Mujer (CEDAW 
por sus siglas en inglés) -aprobada por Naciones Unidas en 1979 y ratificada por 189 países, el 
97.9% de los existentes-, fue ratificada por Argentina el 15 de julio de 1985 y dotada de 
jerarquía constitucional con la reforma a la Constitución Nacional en 1994. 

En virtud de los compromisos emanados de la Convención, el Estado argentino presenta ante el 
Comité CEDAW, Informes Periódicos en los que se expone el estado de situación de las áreas 
contempladas por la Convención19. 

Argentina presentó en 2015 el 7mo Informe de estado de situación y en 2016 fue presentado 
por los miembros de la ILC en Argentina y coordinado por Fundación Plurales, el Informe 
Sombra, que busca contrastar y complementar la información brindada por el Estado, con datos 
obtenidos directamente de la población afectada. 

 
Mujer Rural20 

En este apartado nos referiremos en particular a mujeres campesinas, criollas e indígenas, de la 
región del Gran Chaco Argentino en relación al acceso a la tierra y recursos naturales, 
contemplando su vinculación con otros derechos interrelacionados. Las sucesivas crisis 
socioeconómicas del país han impactado con mayor intensidad en estos grupos y áreas 
mencionadas, principalmente por la presencia deficitaria del estado en materia de salud, 
educación, trabajo, comunicación y posibilidades reales de acceso de las mujeres a los recursos 
naturales.  

Acceso a tierra y agua 

Formalmente, en Argentina los varones y mujeres acceden a la titularidad de bienes por igual, 
sea en ejercicio de derechos sucesorios o a partir de los que surgen de un vínculo matrimonial. 
Según la figura de “bien ganancial”, si la mujer y el hombre están casados de acuerdo a ley, la 
propiedad que adquieran por compra desde que existe el vínculo formal corresponde en 50% 
para cada uno (esto para cualquier  bien material  que se adquiera, mejore, etc.), incluso si la 
escritura traslativa de dominio este a nombre de uno solo de los cónyuges y siempre que no sea 
un “bien propio”, es decir, adquirido antes de la celebración del matrimonio o heredado. Sin 
embargo, como entre la población campesina las familias no suelen formalizarse bajo las reglas 
de un casamiento legal, es mucho más complejo definir criterios claros para asegurar que la 
mujer tenga idénticos derechos que el varón en el acceso a la tierra. Ante ello, actualmente se 
discute la equiparación de derechos de las familias convivientes con las casadas legalmente, 

                                         
19 Página Oficial consultada el 03/12/2017: http://www.cnm.gob.ar/cedaw.php 
20 Informe Sombra CEDAW, 2016. 



 

 12 

pero siempre  y cuando el vínculo esté probado, por ejemplo luego de algunos años de 
convivencia y con hijos de por medio21. 

La falta de seguridad jurídica que suelen tener las familias sobre la tierra (tenencia precaria, 
decretos gubernamentales sin titulación, etc.) u otras situaciones del tipo, tiene graves 
consecuencias que complejizan la situación de las mujeres rurales por la facilidad con que son 
desalojadas de sus territorios, lo cual trae aparejada una degradación de otros derechos como 
la salud, educación, soberanía alimentaria.  

En relación directa con los conflictos por la tenencia y uso de la tierra, muchas de las 
comunidades de la región del Gran Chaco se encuentran actualmente afectadas por una gran 
dificultad para acceder al agua. En varias de las provincias de la región, las cifras indican un 41% 
de hogares sin agua segura. Hay lugares que para acceder al agua se paga hasta 8 veces más 
que en las zonas urbanas, y cuando no se dispone de los recursos económicos, el acarreo de 
agua ocupa hasta 6 horas a pie y recae principalmente sobre las mujeres y las niñas.  

Salud 

En la región chaqueña, se observa que los puestos de salud carecen de profesionales de la 
medicina y la enfermería. Con frecuencia, predomina la atención brindada por auxiliares de la 
salud. Además los centros de salud en su mayoría tienen mínimas dimensiones y carecen de 
agua y luz. En numerosos casos deben apelar a derivaciones a hospitales de los centros 
urbanos, presentándose dificultades para el traslado, largas esperas, y teniendo que sacar 
turnos en horarios en que todavía no hay luz del día. Las mujeres muchas veces tienen temor de 
salir en esas condiciones, sumado a que se encuentran con malos tratos por parte de los/las 
profesionales en repetidas ocasiones.  

Un tema recurrente es la falta de acceso a controles ginecológicos. Los mismos se hacen en 
campañas aisladas e irregulares. Posiblemente, vinculado a lo anterior, las mujeres relatan una 
importante cantidad de pérdidas de embarazos. La mortalidad materna no desciende, y las 
políticas vigentes proponen derivar a las grandes maternidades, lo que riñe con el respeto a los 
valores y necesidades de dichas mujeres.  

Asimismo, cabe destacar los numerosos problemas de salud (de piel, malformaciones, cáncer, 
problemas de fertilidad, entre otros) relacionados a la contaminación ambiental.  

El ex relator de los Derechos Indígenas dio a conocer un estudio del Ministerio de Salud de 
2007 que revelaba que el 12,65% de las mujeres indígenas entrevistadas tuvieron por lo menos 
un hijo que falleció antes del primer año de vida y que el 60% de estas muertes fue por causas 
altamente prevenibles.  

Educación 

En lo que respecta al derecho a la educación, una situación común es la ausencia de escuelas en 
las propias comunidades. Para estudiar deben trasladarse a otra comunidad, con frecuencia a 
varios kilómetros de distancia. Por estas condiciones, muchas niñas no pueden asistir. Las 
mujeres indígenas son las que tienen mayores dificultades para acceder a los servicios 
educativos, siendo además más altas sus tasas de deserción.  

Otra realidad en torno a la escuela es la falta de implementación efectiva de la educación 
bilingüe e intercultural así como la inexistencia de planes de alfabetización bilingües para 

                                         
21 LA TIERRA UN RECURSO EN DISPUTA. INTERNACTIONAL LAND COALITION, 2014. 
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adultas, siendo esto particularmente grave cuando el estado, por la dificultad en el manejo de 
las lenguas nativas, canaliza su comunicación con las comunidades indígenas a través de los 
varones.  

Conforme al Censo Nacional del año 2010, el analfabetismo a nivel país ronda el 2,4%; mientras 
que en comunidades indígenas asciende a un 3,4%. Desagregadamente, considerando 
solamente la región chaqueña, los valores comienzan a ascender entre la población indígena: en 
Formosa el 6,1%; en Salta el 6,6% y en Jujuy el 7,9%. Un dato sumamente alarmante y 
significativo es que, en la región del Gran Chaco: 2 de cada 3 personas analfabetas, son 
mujeres.  

Acceso a la justicia  

Las mujeres manifiestan las múltiples dificultades que tienen para acceder a la justicia y para que 
la misma de respuesta a sus necesidades: falta de recursos para el pago de abogados, 
tribunales lejos de las comunidades donde viven, discriminación por parte de los servidores 
públicos con posiciones machistas frente a sus reclamos, ya sean éstos por temas de acceso a 
los recursos naturales, de violencia y abuso, u otras demandas.  

Sumado a esto, las provincias del NOA y NEA figuran entre las principales provincias de 
“captación” de mujeres para trata. 

Por último, debe tomarse en cuenta que la suma de desigualdades y vulnerabilidades hace más 
difícil reparar y revertir la situación: desigualdad de género + desigualdad urbano-rural + 
desigualdad étnica. De allí la importancia del trabajo focalizado por parte del sector público, y 
de la articulación entre los diferentes niveles del estado y las organizaciones de la sociedad civil.  

Presencia del Estado 

A partir de diversos diagnósticos realizados en 2016 con mujeres rurales, se detectó que los 
únicos organismos del estado que tienen fuerte presencia en el territorio son: INTA (Instituto 
Nacional de Tecnología Agropecuaria) -que sufre reiterados recortes presupuestarios- y SAF 
(Secretaría de Agricultura Familiar) -perdió carácter de Secretaría y por ende, su presupuesto y 
preponderancia-. Preocupa de sobremanera, los recortes presupuestarios aplicados a los pocos 
programas que atienen la zona rural mas carenciada de la República Argentina, en especial las 
mujeres y la agricultura familiar.  

A pesar de las múltiples vulnerabilidades sufridas por las mujeres del Gran Chaco, se visualiza en 
los últimos años un mayor grado de participación, organización y fortalecimiento de 
los grupos de mujeres de base. 

 

  



 

 14 

Compromiso 5 - Derechos territoriales seguros para los pueblos indígenas 
Respetar y proteger los derechos inherentes a la tierra y a los territorios de los pueblos 
indígenas, al tenor de los establecido en la Convención 169 de la OIT y la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, incluyendo mediante el 
reconocimiento de que el respeto al conocimiento y a las culturas indígenas contribuye al 
desarrollo sostenible y equitativo y a la gestión adecuada del medio ambiente. 

 
La Encuesta Complementaria de Pueblos Indígenas 2004–2005 (ECPI-INDEC) estima que 
hay 600.329 personas que se reconocen pertenecientes y/o descendientes en primera 
generación de pueblos indígenas. Estas personas forman parte de una gran diversidad de 
pueblos originarios y están distribuidos en todas las provincias del país. Los pueblos mapuche, 
kolla, toba y wichí en conjunto agrupan cerca del 50% de la población relevada.22.  De ellas, sólo 
el 30% vive en comunidades indígenas delimitadas territorialmente. 
  
Distribución territorial 
de las comunidades  
indígenas en Argentina 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  

                                         
22 Página oficial del INDEC consultada el 11/02/2018: 
https://www.indec.gov.ar/micro_sitios/webcenso/ECPI/pueblos/ampliada_index_nacionales.asp?mode=00 
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En relación a la legislación, Argentina suscribió al Convenio de la OIT a través de la Ley Nacional 
24.071 en 199223. También votó positivamante la Declaración de Naciones Unidas por los 
Derechos de los Pueblos Indígenas (UNDRIP, por sus siglas en inglés) en 200724.  
A pesar de la ratificación de estos Tratados Internacionales y a la ya mencionada Reforma 
Constitucional de 1994, donde se reconoce a las Comunidades Indígenas su legítima titularidad 
posesoria y dominial de las tierras que tradicionalmente ocupan, garantizando su reproducción 
social, en la práctica estas declaraciones de derechos no se han hecho efectivas. La Comunidad 
Indígena y sus pobladores encuentran truncados el ejercicio de sus derechos, los que son 
violados reiteradamente por actos propios de gobierno que imponen políticas de tierras (u 
omiten aplicarlas o dilatan su aplicación o la obstaculizan) a las que las comunidades y 
pobladores no pueden negarse por desconocimiento de la ley. Ante los conflictos de tierras que 
se suscitan, el gobierno nacional y  los provinciales consolidan las apropiaciones ilegales a la vez 
que permiten nuevas ilegalidades25. 
Para ilustrar esta situación, cabe mencionar que en septiembre de 2017, mientras los senadores 
nacionales debatían y daban media sanción a la prórroga de la ya mencionada Ley Nº 
26.160 (que frena los desalojos de los pueblos originarios), una comunidad indígena ubicada en 
el límite de Salta, Santiago del Estero y Chaco era ferozmente reprimida para expulsarla de sus 
tierras ancestrales. Se trata de la comunidad Sin fronteras del Pueblo Lule Vilela, que cuenta con 
personería jurídica, inscripción en el Registro Nacional de Comunidades Indígenas y 
relevamiento del Instituto Nacional de Asuntos Indígenas (INAI), de acuerdo con la legislación 
vigente. "Unos treinta efectivos de la Policía de Salta y el juez de paz de El Quebrachal, Oscar 
Alfredo García, irrumpieron violentamente junto a paramilitares del terrateniente ganadero 
Marcos Loprestti", que desde hace una década que se apropió de unas 17 mil hectáreas e 
intenta usurpar esas tierras ancestrales26. 
Según datos del Instituto Nacional de Asuntos Indígenas (INAI) -órgano que depende del 
Ministerio de Justicia- en 2017, hay 1600 comunidades identificadas en todo el país. De ellas, 
hay 423 casos en los cuales culminó el relevamiento y 401 que están aún en proceso. Lo que 
quiere decir que sólo se hizo la mitad del relevamiento contemplado en la ley 26.160 de 2006 
(prorrogada en 2017), para el que se habían destinado $30 millones. Las 824 comunidades 
relevadas o en proceso reclaman 8.414.124 de hectáreas consideradas por ellas como 
"territorios de ocupación tradicional", lo que equivale aproximadamente a 414 veces la ciudad 
de Buenos Aires, o al 3% del territorio continental argentino, incluyendo las Islas Malvinas. Sin 
embargo, conforme a una auditoría de la Auditoría General de la Nación publicada de marzo de 
2017, el 92% de estos pueblos no posee los títulos de propiedad comunitarios y el 84% no tiene 
los títulos individuales. A su vez, el 62% de las comunidades poseen conflictos territoriales y un 
24% tienen un conflicto judicial asociado a la posesión de las tierras que están ocupando27. 
La situación de precariedad en la tenencia de la tierra es sólo una de las dimensiones de 
inequidad que viven muchas de las comunidades indígenas del país. En la región del Chaco 
Argentino es donde esta realidad se torna más crítica y convergen la falta de acceso a la tierra, 
el agua, la salud, la educación, la seguridad, la justicia y la equidad de género. La subsistencia 

                                         
23 Página oficial consultada el 11/01/2018: http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/0-4999/470/norma.htm 
24 Página ONU consultada el 11/01/2018: https://www.un.org/development/desa/indigenouspeoples/declaration-on-
the-rights-of-indigenous-peoples.html 
25 Zamudio, T., 2016. Artículo digital consultado el : http://indigenas.bioetica.org/mono/inves23.htm 
26 La Tinta, 28/09/2017. Artículo digital consultado el 11/01/2018: https://latinta.com.ar/2017/09/atacaron-comunidad-
lule-vilela/ 
27 La Nación, 10/09/2017. Artículo digital consultado el10/01/2018: http://www.lanacion.com.ar/2061530-llega-al-
congreso-el-debate-por-8-millones-de-hectareas-que-reclaman-los-aborigenes 
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de las poblaciones se ve amenazada por los cambios en la configuración territorial-productiva y 
la pérdida del bosque. 
A este respecto, una investigación advierte que las comunidades de pueblos originarios del 
chaco salteño perdieron el 21% de la superficie que tradicionalmente utilizaban para cazar, criar 
ganado y recolectar alimentos. Además, la degradación del bosque remanente impactó en la 
calidad de vida del 64% de las comunidades estudiadas. Los pueblos más afectados fueron los 
ubicados en los departamentos donde más avanzó la agricultura28. Los datos surgen de los 
estudios doctorales de María Vallejos, docente de la Facultad de Agronomía de la UBA 
(FAUBA). “Se muestrearon 202 comunidades de pueblos originarios, que incluyen nueve etnias, 
en cinco departamentos del este de Salta. En esta región también viven familias criollas 
dedicadas a la ganadería bajo monte y se encuentran compañías agroexportadoras que usan 
grandes superficies para agricultura o ganadería extensiva para el mercado global. Estos actores 
compiten por el uso de la tierra, lo que genera conflictos por el acceso a los recursos”, afirmó29. 
Las comunidades indígenas del Chaco son cazadoras-recolectoras y no es fácil determinar el 
área de bosque que necesitan para subsistir. Para definir esta superficie, se le entregaron GPS a 
distintos miembros de las comunidades, quienes mapearon los sitios de colección de leña, 
agua, frutos, madera, miel, peces y animales. Con esta información se estimó el área potencial 
de uso. Además, para analizar la pérdida de área demandada y el impacto sobre el bienestar de 
las comunidades, Vallejos cruzó esta información con el área deforestada en el período 2001-
2015 y calculó las caídas en la productividad del bosque remanente mediante el uso de 
imágenes satelitales. 
Casos como este ponen de manifiesto la necesidad de contar con evidencia científica para 
entender cómo los cambios en el uso del suelo afectan diferencialmente a los distintos actores 
sociales y para empoderar a los grupos más vulnerables, como también a los organismos de 
control y la justicia.  
 
 
 
 

 

  

                                         
28 Sobre La Tierra, 09/05/2017. Artículo digital consultado el 11/01/2018: http://sobrelatierra.agro.uba.ar/determinan-
cuantas-tierras-perdieron-las-comunidades-originarias/ 
 
29 Ibíd.  
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Compromiso 6 - Ordenación local de los ecosistemas.  
Facilitar el papel de las y los usuarios locales de la tierra en la gestión territorial y de los 
ecosistemas, reconociendo que el desarrollo sostenible y el manejo de los ecosistemas se 
logran mejor a través de la toma de decisiones y la gestión participativas en el plano territorial, 
empoderando a las y los usuarios locales de la tierra y sus comunidades con la autoridad, los 
medios y los incentivos para llevar a cabo esta responsabilidad. 

 
Uso de la t ierra30 

Las regiones argentinas presentan una estructura de uso del suelo muy diferenciada, como 
podemos observar en el gráfico 31 . La Región pampeana presenta la distribución más 
equilibrada, en tanto que la Región patagónica presenta la mayor concentración de un solo tipo 
de uso como es el pastizal natural. Este modelo de uso del suelo es producto de las condiciones 
naturales del campo argentino pero también de las acciones del hombre a lo largo del siglo. Sin 
embargo, más allá de esta estructura del uso del suelo lo que interesa analizar con detalle es 
cómo está distribuido, cómo ha evolucionado su uso en los últimos años y las tendencias 
subyacentes. 

Gráfico: Uso del suelo por región argentina. 

 

Cambios de uso del suelo32 

Desde el punto de vista evolutivo, los cambios más notables en el uso del suelo, a partir del año 
1988, han sido tanto el aumento porcentual y absoluto de los cultivos anuales, que pasaron de 
abarcar trece millones de hectáreas a veinte millones en diez años (1990 -2000). Este último 
avance tiene clara vinculación con el incremento de las oleaginosas y los cereales, sobre todo en 

                                         
30 LA TIERRA UN RECURSO EN DISPUTA. INTERNACTIONAL LAND COALITION, 2014. 
31 Sili, Marcelo y Soumoulou, Luciana (2011). La problemática de la tierra en argentina, conflictos y dinámicas de uso, 
tenencia y concentración.  
32 LA TIERRA UN RECURSO EN DISPUTA. INTERNACTIONAL LAND COALITION, 2014. 
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la región pampeana, es decir en el Nor Oeste Argentino (NOA) y el Nor Este Argentino (NEA); 
cuanto el crecimiento notable de los bosques introducidos, que pasaron de 700 000 hectáreas a 
más de un millón. 

En el sentido opuesto, se aprecia en Argentina un descenso sustancial de la cantidad de 
hectáreas de forrajeras, así como de las tierras aptas no utilizadas y de las no aptas. En el primer 
caso, el descenso de las áreas forrajeras se da especialmente en la región pampeana donde las 
tierras se están destinando a la agricultura, pero a cambio de ello, existe un corrimiento de las 
áreas de producción ganadera en las regiones extra pampeanas, que albergan cada vez más 
ganadería. En el segundo caso, el descenso sustancial de las tierras aptas no utilizadas así como 
de las no aptas ha alcanzado, en conjunto, aproximadamente cuatro millones de hectáreas. Lo 
cual significa que más tierras han sido puestas en valor a través de algún cultivo, especialmente 
en la Región del NEA y en la Región pampeana. 

Otro tema crítico es el descenso porcentual y absoluto de los bosques  naturales, especialmente 
en toda la franja chaqueña, en la diagonal árida de Argentina y en la Provincia de Misiones. Este 
descenso tiene que ver, por un lado, con el reemplazo del bosque por cultivos anuales, 
especialmente de soja y girasol, y por otro, con la introducción de nuevos bosques. 
 

Impacto Ambiental33 

La Argentina ha modificado su realidad agrícola en los últimos 15 años en forma drástica. Con la 
devaluación del año 2002, se produjo un crecimiento exponencial de la producción de la soja 
que lo conviertió en el principal cultivo del país generador de ingresos de divisas central para el 
Estado.  

Para entender el fenómeno citamos algunos datos globales. En la década del 80, Argentina 
tenía unas 20 millones de has. destinadas a la producción de granos y generaba unas 30 
millones de toneladas con una productividad de 1,5 toneladas por ha. En la década que 
estamos viviendo, la Argentina tiene 30 millones de has. destinadas a granos y está llegando a 
100 millones de toneladas de grano, equivalente a un promedio de  casi 3.5 toneladas por ha. 
Es decir que incrementó un 50% su superficie cultivable pero más que duplicó la productividad 
promedio por ha. En conclusión, la explosión agrícola Argentina está cruzada por una expansión 
de la frontera agropecuaria pero también por una fuerte tecnificación productiva. 

Las cifras demuestran claramente el abrumador crecimiento de este cultivo transformando a la 
Argentina en un productor neto de soja por sobre las otras producciones agrícolas 
transformando al país casi en un productor de un monocultivo con altísima dependencia del 
mercado externo. 

Este proceso de expansión agrícola produjo un profundo cambio en la matriz productiva, siendo 
uno de los sectores más castigados la ganadería. El crecimiento de las áreas sembradas con soja 
hacia fuera de la zona núcleo tradicional (la pampa húmeda) donde históricamente existió la 
ganadería, expulsa esta actividad hacia zonas aún más marginales.  

Estas zonas más marginales son básicamente el NOA y el NEA del país. La combinación de 
ambos fenómenos (expansión agrícola y corrimiento ganadero) generan una fuerte presión 
sobre tierras y bosques nativos habitados en muchas zonas por comunidades indígenas y 

                                         
33 LA TIERRA UN RECURSO EN DISPUTA. INTERNACTIONAL LAND COALITION, 2014. 
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familias campesinas produciendo esto conflictos por el acceso a la tierra y uso de los recursos 
naturales. 

Este último fenómeno está perfectamente claro si uno analiza la tasa de deforestación del Chaco 
Trinacional (básicamente NOA y NEA del país); sólo en el 2013 en el Chaco Trinacional se 
deforestaron 502.308 ha lo que equivale a 1.376 has por día o 1 ha por minuto. De estas, 
222.475 has fueron deforestadas en la Argentina donde 3 provincias han sido las principales en 
su tasa de deforestación: Santiago del Estero, Salta y Chaco34. 

Uno de los fenómenos que trajo aparejado toda esta situación fue el imponente aumento del 
valor de la tierra en los últimos 15 años en estas zonas antes marginales, fenómeno que 
favoreció el aumento de la conflictividad por la tierra entre comunidades aborígenes, 
poseedores de la tierra y titulares registrales. Para tener una idea, hace 20 años 1 ha en el Chaco 
semiárido de la Provincia de Salta costaba no más de 10 dólares la ha y hoy cuesta hasta 1000 
dólares la ha. 

Argentina elaboró un PEA 2020 (Plan Estratégico Agroalimentario 2020) en el cual define para 
los próximos 6 años llegar a 160 millones de toneladas de granos (60% más que la actualidad)  y 
una expansión de la superficie agrícola de 8 millones de ha. Si uno analiza sobre qué región está 
pensada dicha expansión es justamente sobre el remanente de bosques nativos 
fundamentalmente ubicados nuevamente en las provincias del NOA y NEA del país. A principio 
de 1900 Argentina tenía 100 millones de ha de bosques nativos. Hoy tiene 30 millones de las 
cuales el 25% están en la Provincia de Salta  que está deforestando a una tasa anual de 
aproximadamente 100.000 ha por año como media histórica  siendo esta una de las tasas más 
alta de deforestación del mundo. 

Por otra parte, el uso desmedido de fertilizantes genera una toxicidad directa en el aire, el suelo 
y el agua, generando así graves problemas de salud. En un estudio financiado por el Ministerio 
de Salud de la Nación, se han comprobado “relaciones causales de casos de cáncer y 
malformaciones infantiles entre los habitantes expuestos a factores de contaminación ambiental, 
como los agroquímicos”. La Red de Médicos de Pueblos Fumigados precisó que en Argentina 
el uso de agroquímicos pasó de 30 millones de litros por año en 1990 a 300 millones anuales en 
2011 (200 millones corresponden al herbicida glifosato). En los mismos años, se pasó de utilizar 
2 litros de glifosato por hectárea, a 10 litros por hectárea35. 

El modelo agrario de monocultivo, la no rotación, el desmonte, la introducción de especies, 
herbicidas e insecticidas, traen aparejados: la eliminación de otros cultivos, la pérdida de 
biodiversidad, la desertificación de suelos, el aumento de sequías, inundaciones e incendios 
forestales, la extinción de especies autóctonas por plagas de especies introducidas y por 
supuesto, el agravamiento de la vulnerabilidad de las comunidades ante el cambio climático. 

 

Agua  
 
Teniendo como antecedente la firma en 2012 del Memorándum de Entendimiento entre la ILC y 
la Global Water Partnership (GWP), con el objetivo de "promover la gestión integrada del agua 

                                         
34 Informe Anual 2013 sobre Deforestación y Cambio de uso de Suelos, Guyra Paraguay. 
35 Fuentes: Aranda, 2016. Informe Sombra CEDAW, 2016. 
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y la tierra para crear un mundo seguro para el agua y un acceso equitativo y seguro a la tierra"36, 
introducimos la problemática de agua en Argentina. 
Globalmente, la Argentina dispone de una oferta hídrica media anual por habitante sumamente 
importante de alrededor de 18.850 m337. No obstante, la distribución de la oferta es muy 
irregular; el Sistema de la Cuenca del Plata, por ejemplo, concentra más del 85% del derrame 
total medido, mientras que en varias provincias de la región árida la disponibilidad de agua se 
ubica bien por debajo del umbral de stress hídrico propuesto por el PNUD38.  
Ahora bien, en relación al acceso a los recursos hídricos, Argentina enfrenta una seria crisis de 
agua y saneamiento; y la falta de agua está asociada a la pobreza, sea urbana o rural, y de 
manera crítica en este último caso. Mientras que cada habitante de la capital argentina consume 
más de 600 litros diarios -superando en 12 veces a los 50 litros recomendados por 
la Organización Mundial de la Salud (OMS)39-, según datos oficiales de la empresa pública Agua 
y Saneamientos Argentinos (AySA) de 2015, se estima que el 15% de la población argentina, es 
decir, 6.5 millones de personas, no tiene acceso al agua potable por red40. Y según el Censo 
Nacional 2010, cerca de 1 millón ni siquiera en el perímetro de su terreno. En las provincias que 
integran la región del Gran Chaco, las cifras alcanzan el 41% de hogares sin agua y para acceder 
al vital elemento se paga hasta ocho veces más que en los centros urbanos. Cuando no 
disponen de recursos económicos, las familias deben desplazarse hasta seis horas diarias para 
conseguir agua de fuentes no seguras y su acarreo recae generalmente en las mujeres y niños. 
En las comunidades rurales aisladas, este problema implica grandes riesgos para la seguridad 
alimentaria de las familias, que dependen en mayor medida de los cultivos y la cría de animales 
local. Por lo tanto, la falta de agua pone en riesgo la permanencia de las familias en sus 
territorios41.  
A su vez, unos 20 millones de argentinos (46%), viven sin servicio de cloacas. Esto también se 
verifica en la tasa de tratamiento de las aguas servidas, que según números oficiales se ubica en 
el 17% con claras consecuencias de contaminación. Según el Subsecretario de Recursos Hídricos 
de la Nación, Pablo Bereciartua, "estos índices se comparan a países de bajos ingresos y 
nuestras tasas son bastante inferiores con respecto a países limítrofes. Por ejemplo, Chile tiene 
el 100% de agua potable por red y cloacas y más del 85% de tratamiento de las aguas servidas 
antes de ser volcadas en la naturaleza"42. 
Sumado a este panorama, el cambio climático se hace visible en eventos extremos como 
sequías prolongadas e inundaciones, con serias consecuencias en la calidad de vida de las 
personas, que también ponen de manifiesto la falta de planificación, infraestructura, inversión y 
gestión en materia de obras43. 
 

                                         
36 Niasse, M., 2017. Global Water Partnership. Documento digital consultado el 10/02/2018: 
http://www.gwp.org/globalassets/global/toolbox/publications/background-papers/gwp-tec-no-24_web.pdf 
37 García, F., 2015. El mapa del agua en Argentina. Artículo digital consultado el 10/02/2018: 
http://fabiangarcia.com.ar/el-mapa-del-agua-en-argentina/  
38 Calcagno, A., Mendiburo, N., Gaviño Novillo, M., 2000. Informe Nacional sobre la Gestión del Agua en Argentina. 
Worl Water Vision, CEPAL: https://www.cepal.org/drni/proyectos/samtac/inar00200.pdf 
39García, F., op. cit. 
40 Infobae, 09/11/2017. Artículo digital consultado el 09/02/2018: https://www.infobae.com/sociedad/2017/11/09/el-15-
de-la-poblacion-argentina-no-tiene-acceso-al-agua-potable-y-el-40-vive-sin-cloacas/ 
41 De León, S., Savid, D. y Avellaneda, N., 2017. Articulación intersectorial para la gestión comunitaria del agua. Caso de 
estudio de la Base de Datos de Buenas Prácticas. Roma: ILC. 
42 Telam, 22/04/2017. Artículo digital consultado el 09/02/2018: http://www.telam.com.ar/notas/201704/186336-agua-
saneamiento-obras-plan-nacional-del-agua-entrevista-recursos-hidricos-aysa-cuadro-tarifario.html 
43 Ibíd. 
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Amenazas Locales44 
El problema del agua no es sólo su disponibilidad, sino también su calidad.  Otro fenómeno 
preocupante es la falta de monitoreo sobre la calidad. Según el Informe Nacional sobre la 
Gestión del Agua en Argentina del Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (BIRF) del 
año 2000, existe una amenaza creciente a la sostenibilidad de las fuentes de aguas superficiales 
y subterráneas por la alteración antrópica (proceso de degradación originados por la acción 
humana) del uso del suelo en su cuenca de aporte. Señala entre ellas, a las prácticas agrícolas 
no conservacionistas, la deforestación, el uso de agroquímicos y cambios en el uso del suelo, 
particularmente la urbanización no planificada, que perturba el balance hídrico y las condiciones 
de calidad de las fuentes. Para el BIRF contribuyen a esta situación graves deficiencias en el 
manejo y disposición de los residuos sólidos urbanos y tóxicos industriales, particularmente en 
las periferias urbanas. En el interior del país, las grandes industrias y las actividades productivas 
extensivas son causa de contaminación y salinización de fuentes de aguas superficiales y 
subterráneas (la industria petroquímica, la extracción petrolera, la industria azucarera, 
actividades mineras, etc.).  
A su vez, en zonas rurales de varias provincias, se han detectado aguas destinadas al 
abastecimiento de la población con contenidos de arsénico que exceden notablemente las 
normas de agua potable y constituyen auténticos riesgos para la salud pública. Si bien el origen 
del arsénico en las aguas subterráneas del continente americano, es atribuido a la actividad 
volcánica ocurrida en los Andes durante el Cuartario (no antrópico), también puede incorporarse 
en el ambiente a través de la producción industrial de cobre, plomo y zinc, como también en la 
aplicación de insecticidas y herbicidas en la actividad agrícola (antrópico)45. El Instituto Nacional 
de Tecnología Agropecuaria (INTA) indica que en 16 provincias argentinas, los niveles de 
arsénico superan ampliamente lo que está permitido por el Código Alimentario Argentino, que 
establece una concentración de 0,05 mg./litro de agua. Los valores encontrados en la región 
chaqueña llegan a 0,20, 0,33 y hasta 1 mg./litro46.  
La propia OMS advierte sobre la falta de monitoreo de la calidad de agua potable en acuerdo 
con las normas nacionales en las zonas vulnerables de las ciudades y en las zonas rurales de la 
Argentina. Esta falta de acceso a agua potable también limita otros derechos, como a la salud, 
la educación y el trabajo. Según un relevamiento de fundación Escolares, en 1200 escuelas de 
cinco provincias, apenas el 16% tiene agua potable suficiente todo el año47. 
 
Las respuestas  
Ante esta realidad, son cada vez más las ONG y los sectores académicos que intentan suplir la 
ausencia del Estado en los sectores más vulnerables. Los miembros de la ILC en Argentina han 
avanzado en este aspecto con la construcción de cisternas para la recolección de agua de lluvia, 
una gran solución para comunidades rurales aisladas, a través de iniciativas como Plataforma 
Semiáridos y el Programa SEDCERO. Este último lleva adelante específicamente proyectos en el 
Gran Chaco Americano mediante la construcción de distintas soluciones sociotécnicas (como 
cisternas, pozos someros, perforaciones, captación superficial, etc.) para el acceso al agua 

                                         
44 García, F., op. cit. 
45 PSA, 2014. Artículo consultado el 11/02/2018: http://www.psa.com.ar/psa-es-salud/notas-de-interes/arsenico-en-agua-
consumo 
46 Sauer, M.V., 2015. Mapas de Arsénico en agua, INTA. Las Breñas, Chaco. Video consultado el 11/02/2018: 
https://inta.gob.ar/videos/mapas-de-arsenico-en-agua 
47 La Nación, 8/12/2014. Agua: un derecho humano al que no todos acceden. Artículo digital consultado el 09/02/2018: 
https://www.lanacion.com.ar/1750412-agua-un-derecho-humano-al-que-no-todos-acceden  



 

 22 

segura y su gestión social en comunidades rurales 48 . Ademas, podemos mencionar otras 
organizaciones que están avanzando en el acceso al saneamiento, como Ingeniería Sin Frontera 
y la Fundación Horizonte de Máxima a partir de la construcción de módulos sanitarios. Como 
podemos observar, son varios los esfuerzos de organizaciones, organismos privados, 
universidades e institutos de gobierno (como el INTA) que están buscando distintas soluciones 
para paliar la problemática del acceso al agua segura, principalmente en zonas rurales.  
Desde el Gobierno Nacional, en 2016 se lanzó el Plan Nacional del Agua49, que contempla 
cuatro ejes principales de acción:  
1) Infraestructura para proveer al 100% agua potable y 75% de cloacas en zonas urbanas 
(proyecto a 15 años). 
2) Obras para proteger a la población frente a inundaciones y sequías. 
3) Agua para la producción. El objetivo es integrar la política hídrica a las políticas sociales, 
económicas y ambientales de la Nación. Generar mecanismos para la priorización de proyectos 
e incorporar nuevas áreas a la producción agrícola, a través de la generación de miles de 
hectáreas de riego. 
4) Grandes obras de infraestructura con propósitos varios como el abastecimiento de agua para 
uso humano e industrial; la regulación de agua a través de los embalses; el control de 
inundaciones; el incremento de áreas de riego; el aumento de la garantía de provisión de agua 
en el caso de las áreas existentes, y la mejora en la navegación. Los beneficios de estas obras, 
que incluyen la generación de energía eléctrica, alcanzan la promoción del turismo y la 
redistribución de habitantes que contribuye a revertir la tendencia de concentración en las 
grandes ciudades. 
Para llevar adelante este ambicioso Plan Nacional del Agua se requiere una inversión de más de 
40 mil millones de dólares, que el Gobierno piensa reunir a través del Tesoro Nacional y los 
bancos multilaterales de desarrollo, además de promover la inversión privada. 
A este respecto, el Subsecretario de Recursos Hídricos de la Nación indicaba que el esquema 
principal es fomentar la creación de corporaciones de desarrollo: "es importante recalcar que 
estamos buscando convocar inversión privada que se sume a la pública en tierras que hoy tienen 
un bajo valor (porque no tienen agua, caminos y energía), con la proyección de que se repague 
esa inversión mediante la revaluación de la tierra y la disminución del riesgo asociado al 
desarrollo agrícola"50.  
Cabe destacar que la información disponible sobre las políticas de gobierno indica una 
tendencia a la articulación con los sectores corporativos de gran escala y la intervención a través 
de obras de impacto a largo plazo. Sin embargo, no se vislumbran enlaces ni sintonía con las 
acciones de otros sectores como la sociedad civil y comunidades, que buscan atender de 
manera integral la apremiante situación actual de las poblaciones más postergadas del país.     
 

 
  

                                         
48 Ibíd. 
49 Plan Nacional del Agua, 2017. Presidencia de la Nación. Documento consultado el 11/02/2018: 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/2017-09-29_pna_version_final_baja_0.pdf 
50 Telam, op. cit. 
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Compromiso 7 - Toma de decisiones inclusiva. 
Asegurar que los procesos de toma de decisiones relativas a la tierra sean incluyentes, de modo 
que las políticas, las leyes, los procedimientos y las decisiones relativas al tema de la tierra 
reflejen de manera adecuada los derechos, las necesidades y las aspiraciones de aquéllos que 
serán afectados. 
 
En sintonía con lo que se viene exponiendo, la inclusión efectiva de las poblaciones más 
vulnerables en cuestión de tierras reflejan las diversas inequidades descriptas en el país. Aún en 
los casos en donde la legislación prevee procesos de toma de decisiones inclusivos, por lo 
regular las instancias participativas no tienen lugar o no logran influenciar realmente la toma de 
decisiones. Uno de los ejemplos que alerta sobre las posibilidades reales de la sociedad civil 
para  contribuir en los p rocesos  leg i s l a t i vos , es el caso de la Ley de Acceso a la 
Información Pública promulgada en 2016 (revisada en el Compromiso 8). Si bien la 
participación ciudadana es uno de los ejes principales de esta ley, el Ministerio del 
Interior, Obras Públicas y Vivienda rechazó el pedido de inicio de un proceso 
participativo de reglamentación de la norma, presentado en octubre de 2016 
conjuntamente por la Asociación por los Derechos Civiles (ADC), la Asociación Civil por 
la Igualdad y la Justicia (ACIJ), la Fundación Directorio Legislativo y Poder Ciudadano51. 
En lugar del procedimiento sugerido, el Poder Ejecutivo aplicó una consulta pública a 
través de una plataforma web, que no permitió discutir una propuesta de 
reglamentación concreta y la misma se estipuló por decreto presidencial en marzo de 
2017, entrando en vigencia el 29 de septiembre del mismo año52. 
No obstante, se enuncian a continuación algunos mecanismos de participación social 
relativos a los asuntos de tierras y recursos naturales, promovidos por el Gobierno Nacional que 
pueden ser relevantes. 
Uno de ellos es la Dirección de Participación Ciudadana y Medio Ambiente del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sustentable, que busca, entre otros objetivos, fomentar la participación 
de las comunidades rurales y campesinas y conformar un Directorio Nacional de la Sociedad 
Civil (al que se accede vía internet desde la página oficial)53. Durante 2017, la Diección coordinó 
una gran cantidad de reuniones de trabajo, jornadas y capacitaciones con OSC y comunidades 
de todo el país, como por ejemplo: el relevamiento y elaboración de un Informe Socio 
Ambiental sobre proyectos de 60 Aljibes Sociales en las localidades Frías y Guasayan (Santiago 
del Estero), la colaboración con el Ministerio de Desarrollo Social de Tucumán y el INTA en la 
autoconstrucción e instalación de calefones solares y la colaboración con la Dirección de 
Pueblos Originarios en la Mesa de Diálogo Intercultural realizada en Misiones. Si bien no queda 
claro el rol que jugará la Dirección en la continuidad, seguimiento o financiación de proyectos, 
invita a un espacio de diálogo y visibilización de problemáticas socio-ambientales que puede ser 
aprovechado por las comunidades. 
Otra propuesta interesante es la publicación del INTA en colaboración con el Ministerio de 
Agroindustria de la "Guía de prospectiva para el ordenamiento territorial rural (OTR) de la 
Argentina a nivel municipal", que toma la metodología del Instituto Latinoamericano de 

                                         
51 ADC, 2016. Reclamamos la urgente reglamentación de la Ley de Acceso a la Información Pública. Artículo 
consultado el 10/02/2018: http://adc.org.ar/reclamamos-la-urgente-reglamentacion-de-la-ley-de-acceso-a-
la-informacion-publica/ 
52 Artículo consultado el 10/02/2018: http://www.adeba.com.ar/mba-detalle.php?p=creto-2062017-apruebase-
regmtacion-ley-no-27275-8984 
53 Página oficial consultada el 11/02/2018: http://ambiente.gob.ar/coordinacioninterjurisdiccional/participacion-
ciudadana-y-ambiente/ 
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Planificación Económica y Social (ILPES) de CEPAL, sobre procesos de ordenamiento del 
territorio participativos que implican regularización de tenencia y propiedad de la tierra, 
introduciendo asuntos redistributivos y un enfoque de largo plazo. La Guía expone el exitoso 
caso de OTR de Tunuyán (Mendoza), desarrollada en 2012-2013 con el apoyo del INTA, la FAO 
y la ex Secretaría de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación y señala que la estrategia 
metodológica de participación fue clave para garantizar la construcción y apropiación social del 
proceso y sus resultados54. Quedan dudas acerca de si el Gobierno hará eco de este proyecto 
desde la política pública para replicar la metodología en otros territorios, pero definitivamente 
abre la puerta para buscar apoyos internacionales, como en el caso mendocino. 
En cuanto a la c o n s e r v a c i ó n , existen algunas experiencias exitosas de participación 
social de la mano de gobiernos locales, como es el caso de la Reserva Hídrica y 
Recreativa Los Manantiales, de Río Ceballos, que cuenta con un consejo de gestión 
participativo, presupuesto propio, guardaparques asignados por concurso público y 
actividades colaborativas de cartelería, senderismo y recreación. Este caso despertó 
el interés de investigadores de la Universidad Nacional de Córdoba -la segunda 
provincia con mayor superficie incluida en algún área protegida, después de 
Misiones- y condujeron un estudio sobre áreas protegidas de toda la provincia, 
concluyendo que cuando éstas permanecen gestionadas exclusivamente por el Estado 
(nacional, provincial o municipal), sólo el 13% cumple una real función de conservar 
un ecosistema. En cambio, cuando estos espacios están en manos de un municipio 
pero se incluye la participación ciudadana, cerca de la mitad logra sus objetivos 
ambientales55.  
Por último, cabe mencionar la gran labor que desempeñan en Argentina las OSC 
tanto en la articulación sectorial como en la promoción de la participación social de 
los grupos más afectados por problemáticas de tierra y otros recursos naturales. 
Como ejemplo, el ya mencionado programa SEDECERO, que busca brindar acceso al 
agua a 100.000 familias del Gran Chaco Americano, es uno de los proyectos cuya fortaleza 
es el diseño colectivo y participativo con fuerte intervención de una multiplicidad de 
actores sociales (Estado, empresas, organismos internacionales, organizaciones de la 
sociedad civil, ciudadanos en general). Por ello, tiene especial atención en la 
diversidad cultural, geográfica, tecno-productiva y social de las comunidades 
chaqueñas y considera que ellas son clave en la toma de decisiones y en la 
implementación de los sistemas tecnológicos de resolución de problemáticas locales 
y regionales56.  
Uno de los casos testigos de esta iniciativa se llevó a cabo en las comunidades rurales 
aisladas de Tulumba Norte (Córdoba) La complejidad de la problemática abordada 
demandó una fuerte articulación de actores e instituciones, para crear una red de 
contención socio-técnica que brinde soporte y sostenibilidad a largo plazo a las 
acciones impulsadas. El objetivo central fue implementar soluciones de acceso al 
agua para el consumo humano y la producción fortaleciendo la resiliencia de la 
comunidad y generando oportunidades de permanencia en el territorio. En este 

                                         
54 Vitale, J., Pascale Medina, C., Barrientos,  M. Papagno S., 2016. Documento consultado el 10/02/2018: 
https://inta.gob.ar/sites/default/files/inta_guia_prospectiva_ot_nivel_municipal.pdf  
55 La Voz del Interior, 06/02/2018. Artículo digital consultado el 11/02/2018: 
http://www.lavoz.com.ar/editorial/participacion-ciudadana-para-cuidar-el-ambiente 
56 Counicarse, 04/11/2013. Artículo digital consultado el 10/01/2018: 
http://www.comunicarseweb.com.ar/biblioteca/iniciativa-sed-cero-para-el-acceso-al-agua-en-el-gran-
chaco-americano 
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marco, se construyeron 100 cisternas de placa para tres escuelas y 97 familias de la 
zona. Cada una puede almacenar hasta 16.000 litros de agua, aprovechando las 
lluvias mediante canaletas y adaptaciones en los techos de las viviendas. Las cisternas 
fueron autoconstruidas por las familias y vecinos, haciendo propia una tecnología que 
les permitirá seguir construyendo o hacer refacciones si fueran necesarias. Como 
resultado, las comunidades recuperaron el acceso al agua para consumo humano y la 
producción familiar. El número de huertas aumentó 45% en un año y la cría de 
animales se viene incrementando57.  
En palabras de Saúl Argentino Zeballos, referente de la Asamblea Jáchal No Se Toca 

(Provincia de San Juan), en el webinar internacional Defensores Ambientales Bajo 

Riesgo de la Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN), del 23 de septiembre 

de 2017: “son los pueblos quienes deben decidir cómo diseñar y planificar su futuro”, 

contrariamente a lo sucedido en su comunidad que no han tenido siquiera una 

consulta popular para defender el proyecto de mega minería “Veladero” sobre las 

nacientes del Río Jáchal y el ambiente periglacial58. 

 
  

                                         
57 De León, S., Savid, D. y Avellaneda, N., 2017. Articulación intersectorial para la gestión comunitaria 
del agua. Caso de estudio de la Base de Datos de Buenas Prácticas. Roma: ILC. 
58 Artículo digital consultado el 10/01/2018: https://farn.org.ar/archives/22828  
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Compromiso 8 - Información transparente y accesible.  
Asegurar la transparencia y la rendición de cuentas, por medio del acceso público sin trabas y 
oportuno a toda la información que pueda contribuir al debate público y la toma de decisiones 
informados sobre temas relativos a la tierra en todas las etapas, y a través de la 
descentralización al nivel efectivo más bajo, para facilitar la participación, la rendición de cuentas 
y la identificación de soluciones apropiadas localmente. 

 
En materia de información oficial sobre temas relativos a tierras, el Instituto Nacional 
de Estadística y Censos (INDEC) provee información fundamentalmente a través del 
Censo Nacional Agropecuario (último en 2008), el Censo Nacional de Población, 
Hogares y Viviendas (último en 2010), y la Encuesta Complementarias de Pueblos 
Indígenas (última en 2004-2005), entre otros informes complementarios y sectoriales. 
Como puede observarse en las fechas, y teniendo en cuenta los cambios políticos, 
económicos y sociales de los últimos dos años, los datos oficiales con los que se 
cuentan por el momento, se encuentran desactualizados. Aún más en el caso del 
Censo Nacional Agropecuario, que se realizó con retraso de un año, en medio de un 
conflicto sectorial y quedó incompleto (faltando información censal de por lo menos 
24 millones de hectáreas en explotaciones agropecuarias) 59. Según el INDEC, este 
Censo se llevará a cabo nuevamente en agosto de 2018 y se extenderá durante 75 
días60. 
En cuanto a los compromisos internacionales que asume Argentina en lo relativo a 
acceso a la información, en agosto de 2017, Buenos Aires fue sede de una nueva 
ronda de negociación para acuerdo regional sobre derechos de acceso en asuntos 
ambientales. Este encuentro retomó la iniciativa de implementar el Principio 10 de la 
Declaración de Río, que busca asegurar el derecho de acceso a la información, la 
participación pública y la justicia en asuntos ambientales 61 . Cabe recordar que 
Argentina lleva adelante un Plan Estratégico para la instalación y seguimiento de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible en la agenda gubernamental y no gubernamental, 
con apoyo del PNUD en Argentina. Con esta iniciativa, el país asume el compromiso 
de diseñar e implementar un plan nacional de carácter integral que conjugue las tres 
dimensiones del desarrollo sostenible: económica, social y ambiental. 
A nivel legislativo, como se mencionó en el Compromiso 7, se extendió a nivel 
nacional, con una práctica implementada anteriormente en la Ciudad de Buenos 
Aires, una ley de acceso a la información pública, datos abiertos de acceso público a 
través de internet, para todos los ciudadanos62.  

                                         
59 La Nación, 08/07/2017. El año próximo se hará un nuevo censo agropecuario. Artículo consultado el 10/01/2018: 
https://www.lanacion.com.ar/2040860-el-ano-proximo-se-hara-un-nuevo-censo-agropecuario 
60 La Nación, 15/11/2017. Realizarán una prueba piloto para el Censo Agropecuario de 2018. Artículo consultado el 10/01/2018: 
https://www.lanacion.com.ar/2082660-realizaran-una-prueba-piloto-para-el-censo-agropecuario-de-2018 
61 CEPAL, 2015. Artículo consultado el 10/01/2018: https://www.cepal.org/es/infografias/principio-10-la-declaracion-rio-
medio-ambiente-desarrollo 
62 PNUD, 2017. Artículo consultado el 10/01/2018: 
http://www.ar.undp.org/content/argentina/es/home/presscenter/pressreleases/2017/08/07/principio-10-sumar-a-los-
ciudadanos-en-el-debate-de-una-agenda-ambiental-integral.html 
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Se trata de la Ley 27.275, publicada en el Boletín Oficial el 29 de septiembre de 
201663, que según el Ministro de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación, 
Sergio Bergman, implica un esquema que “tiene que ver con la participación 
ciudadana, la agenda ambiental, el desarrollo sustentable, y el acceso a la justicia, y 
cuenta con las modernas tecnologías que hoy permiten ese acceso, pero 
fundamentalmente con la decisión política de darle transparencia a la  información”64. 
Con todo, el acceso a la información en materia de tierras y recursos naturales no muestra por el 
momento ni la suficiencia ni la calidad necesaria para dimensionar algunas de las problemáticas 
y coadyuvar a la toma de decisiones. Ante este panorama, las OSC y sectores académicos 
buscan una vez más, aportar soluciones. En el Chaco salteño, por ejemplo, desde el año 2000 
organizaciones como Fundapaz y Asociana comenzaron a brindar capacitaciones a líderes de las 
comunidades campesinas e indígenas para el relevamiento de mapas a través de GPS en zonas 
en que jamás habían contado con uno. El mapeo de la zona, como herramienta de control y de 
acceso a la información, lleva a las comunidades a apropiarse del espacio, a comprender a quién 
pertenecen esas tierras, cuáles son los límites y en qué zonas se carece de abastecimiento de 
agua. Estos mapas permitieron determinar el acceso a la tierra de 400 mil hectáreas para 71 
comunidades indígenas, y 243 mil para 462 familias campesinas y fueron presentados ante la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) para que exija al Estado Argentino -que 
no se los reconoce- actuar en este caso65.   
Otro caso es una comisión interdisciplinaria entre el Instituto Tecnológico de Buenos Aires 
(ITBA), Nutrired y Techo, que desde 2010 trabajan en el programa "Mapa de arsénico-
Problemática del agua de consumo en Argentina", recolectando muestras de agua de todo el 
país, con el objetivo de informar acerca de la problemática y buscar soluciones concretas, como 
pueden ser las donaciones de filtros para el uso doméstico a corto plazo y el desarrollo de un 
filtro doméstico de abatimiento de arsénico66. 
 
 

  

                                         
63 Página oficial de información legislativa consultada el 03/12/2017: http://servicios.infoleg.gob.ar 
/infolegInternet/verNorma.do?id=265949 
64 PNUD, 2017, op. cit. 
65  Perfil, 04/11/2017. La lucha por la tierra y el agua en el Chaco salteño. Artículo consultado el 10/01/2018: 
http://www.perfil.com/elobservador/la-lucha-por-la-tierra-y-el-agua-en-el-chaco-salteno.phtml 
66 La Nación, 8/12/2014. Agua: un derecho humano al que no todos acceden. Artículo digital consultado el 09/02/2018: 
https://www.lanacion.com.ar/1750412-agua-un-derecho-humano-al-que-no-todos-acceden 
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Compromiso 9 - Medidas eficaces contra el acaparamiento de tierras  
Impedir y remediar el acaparamiento de tierras, respetando los derechos tradicionales al uso de 
la tierra y los medios de vida locales, y asegurando que todas las iniciativas a gran escala que 
involucran el uso de la tierra, el agua y otros recursos naturales cumplan con las obligaciones de 
derechos humanos y ambientales y se basen en: ⋅ el consentimiento libre, previo e informado de 
los usuarios de tierra existentes; ⋅ una evaluación exhaustiva de los impactos económicos, 
sociales, culturales y ambientales tanto con respecto a las mujeres como a los hombres; ⋅ la 
planificación democrática y la supervisión independiente; ⋅ y contratos transparentes que 
respeten los derechos laborales, cumplan con las obligaciones sociales y fiscales y sean 
específicos y vinculantes sobre la distribución de responsabilidades y beneficios. En los casos 
donde hayan ocurrido impactos adversos sobre los derechos humanos y los derechos legítimos 
a la tenencia, los actores interesadas deben establecer mecanismos imparciales y competentes, 
y cooperar con ellos para proporcionar una reparación, incluyendo a través de la restitución de 
la tierra e indemnizaciones. 

 
Acaparamiento de tierras67 

El acaparamiento de tierras –en propiedad o bajo alguna  modalidad contractual— y la 
expulsión de productores del campo, como contrapartida de una competencia inequitativa y 
mercantilista por el acceso a la explotación del recurso, se ven reflejados en los datos de los 
últimos tres Censos Nacionales Agropecuarios (CNA). Comparando los CNA de los años 1988, 
2002 y 2008 –es decir información de un período de veinte años—, se puede constatar la 
desaparición de casi  noventa mil agricultores entre el primero y el segundo CNA, y de 59.951 
más entre el segundo y el tercero, con el agravante de que los mismos pertenecían a la 
categoría de pequeño productor agropecuario. En cifras generales, en el año 1988 existían 
421.221 explotaciones agropecuarias, para el año 2002 esta cifra se redujo a 333.532 
establecimientos y en el año 2008 la cifra total cayó 18%, reduciéndose a 276.581 
establecimientos. Los últimos datos del Ministerio de Agricultura de la Nación estiman en 
250.000 las unidades productivas de todo el país68. 

Es decir, Argentina ha pasado de un modelo de chacra mixta y de agricultura familiar, a otro 
modelo de agricultura empresarial, de escala y de alta productividad, con un esquema de 
gestión deslocalizado que utiliza al espacio rural como plataforma productiva y no como un 
territorio rural vivo y dinámico, en detrimento del modelo familiar diversificado y con anclaje 
territorial. En este contexto, al que falta agregar la ausencia de políticas públicas de tierras y de 
instrumentos de gestión, solo se benefician los sectores con mayor poder económico, capacidad 
de lobby y de presión política. 

Esto último ha generado que en todas las regiones del país, los problemas vinculados a las 
ocupaciones de tierras, a la situación de los poseedores, a los desalojos, a la incertidumbre 
frente a la falta de títulos y a la falta de catastros confiables, afecten a los productores más 
pequeños sumiéndolos en un círculo vicioso de pobreza muy difícil de revertir. Según se publica 
en el “Relevamiento Y Sistematización de Problemas de Tierra de los Agricultores Familiares en 
la Argentina” presentado por el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación en el 
año 2013, se ha identificado que la superficie total del país con problemas de tierras asciende a 

                                         
67 LA TIERRA UN RECURSO EN DISPUTA. INTERNACTIONAL LAND COALITION, 2014.   
68 Despacho de la Comisión Nacional de Tierras del 101º Congreso Anual Ordinario de Federación Agraria Argentina. 
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9.293.234 hectáreas afectando a 63.843 familias asentadas principalmente en tierras privadas y 
en menor porcentaje en tierras fiscales nacionales, provinciales o municipales.  

Para terminar de agravar dicha situación, tras las últimas campañas agrícolas 2012/2013 y 
2013/2014 , el incremento en los costos de producción y las restricciones a la comercialización 
de productos agrícolas, sumados a los factores climáticos adversos (sequias, inundaciones, 
heladas tardías, situaciones de variabilidad climática extrema etc.  y a la distorsión entre el dólar 
oficial y el “dólar blue” (dólar del mercado informal), hizo que algunos pools reconocidos estén 
redireccionando sus inversiones, alquilando menos tierras y pagando alquileres de hasta un 20% 
menos a los montos que pagaban anteriormente. Como consecuencia de ello, se estima que un 
millón de hectáreas han sido “liberadas” por inversores que no quieren renovar los contratos de 
arrendamiento, sobre todo en regiones de expansión de la frontera agrícola, de mayor riesgo 
climático y menores rendimientos. Por su lado, los productores tradicionales –muchos de ellos 
endeudados o descapitalizados, otros con menos capacidad de inversión y de asumir riesgos 
que en campañas anteriores—, tampoco encuentran nuevas condiciones para arrendar las tierras 
“liberadas” por los pools  y, por ende, no se espera que ocupen los campos liberados.  

En este contexto, es necesario un Estado que regule las condiciones en que se pactan los 
contratos y se transfiere la propiedad de la tierra rural, que genere las oportunidades para que 
los pequeños y medianos productores puedan producir la tierra, rotar cultivos, invertir de nuevo 
en la producción de carnes y leche, agregando valor en origen. Es decir, que los mismos 
productores puedan agregar valor a las materias primas que producen, en sus territorios: esto 
es, por ejemplo, que puedan faenar y comercializar la carne, en vez de entregar el ganado en 
pie; significa fraccionar, empaquetar, disecar, procesar, envasar, extraer aceites. 

Por último, desde el punto de vista de la distribución de la tierra, en términos absolutos, la 
misma resulta inequitativa. Así, el 2% de las explotaciones agropecuarias controlan el 50% de la 
tierra en el país, mientras que el 57% de las explotaciones agropecuarias controlan apenas el 3% 
del recurso. Sin bien en sí mismos estos datos no pueden ofrecernos una conclusión sólida, pues 
existen explotaciones de más de cinco mil hectáreas que son minifundios en algunas áreas del 
país, frente a otras explotaciones de menos de veinticinco hectáreas que tienen un elevado nivel 
de capitalización y desarrollo tecnológico, describen claramente una tendencia de 
concentración de la tierra que se ha ido profundizando en el país en las últimas décadas. 
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Compromiso 10 - Protección de los defensores de los derechos a la tierra.  
Respetar y proteger los derechos civiles y políticos de las y los defensores de los derechos 
humanos que trabajan en cuestiones relativas a la tierra, luchando contra la estigmatización y la 
criminalización de la protesta pacífica y el activismo en pro de los derechos a la tierra, y 
poniendo fin a la impunidad de las violaciones a los derecho humanos, incluyendo el acoso, las 
amenazas, la violencia y la prisión por razones políticas. 

 
El último informe de Global Witness, organización internacional que conduce campañas 
pioneras contra las violaciones de los derechos ambientales y humanos asociados a conflictos 
sobre recursos naturales, revela que 197 personas fueron asesinadas en 2017 por enfrentar a 
gobiernos y empresas que robaron sus tierras y dañaron el medio ambiente, y por denunciar las 
prácticas corruptas e injustas que lo permitieron. Estos activistas se encuentran en la línea de 
frente en un  campo de batalla global. En el informe, encontramos algunas tendencias 
tristemente familiares. Durante 2017, América Latina mantiene el primer lugar en el ranking de 
asesinatos contra personas defensoras de la tierra y el medio ambiente. Por otro lado, un dato 
nuevo es que la agroindustria ha sobrepasado a la minería como el negocio más vinculado al 
asesinato de activistas (ambas industrias juntas representan el 60% de las vinculaciones 
conocidas). A su vez, la defensa de parques nacionales continúa siendo uno de los trabajos más 
peligrosos del mundo, con 21 asesinatos registrados vinculados con la caza ilegal69. 
Las tierras ricas en recursos naturales de América Central y del Sur, continúan siendo motivo de 
conflicto entre las industrias y los pueblos indígenas y campesinos en el marco de proyectos 
frecuentemente financiados por instituciones financieras internacionales (IFIs) o por empresas 
occidentales y chinas. La falta de controles y balances sobre las cuestiones de derechos 
humanos en el seno de esas instituciones, a menudo acompañada de la complicidad del 
Gobierno de turno, ha resultado en la intimidación de la población local y en otros hechos 
graves70. 
En toda la región, en el marco de proyectos de desarrollo, extractivos y a gran escala, se ha 
documentado una amplia gama de violaciones de derechos humanos – lo que ha obligado a las 
comunidades y colectivos a organizarse para defender sus derechos. Al hacerlo, enfrentan 
riesgos elevados, al atentar contra intereses de actores con gran poder económico y político. 
Este grupo de defensoras y defensores no solo se enfrentan a los riesgos inherentes a la defensa 
de los derechos ambientales en la región, sino que además resultan más vulnerables a actos que 
atentan contra su vida. A su vez, son blanco constante de difamación y campañas de 
desprestigio, lo que socava sus roles de liderazgo en las organizaciones y los movimientos. 
Asimismo, sufren de la utilización indebida del derecho penal en su contra. Los procesos de 
criminalización en la región agudizan la impunidad porque generan procesos penales que se 
mueven con agilidad en contra de los defensores y defensoras de derechos humanos, muchas 
veces revirtiendo la carga de la prueba, mientras que los poquísimos casos de investigación y 

                                         
69 Informe Global Witness, 2018. Artículo digital consultado el 10/02/2018: 
https://www.globalwitness.org/en/blog/nueva-informaci%C3%B3n-revela-que-197-personas-defensoras-de-la-tierra-y-el-
medio-ambiente-han-sido-asesinadas-en-2017/ 
70 Palencia, A., 2017. Preocupante situación de defensoras y defensores de derechos humanos en todo el mundo, 
FUNDEPS. Artículo digital consultado el 10/01/2018: http://entramado.fundeps.org/2017/02/07/situacion-defensorxs-
ddhh/ 
 



 

 31 

sanción de responsables de delitos en contra de las personas que defienden derechos humanos 
suelen llevar procesos largos y tortuosos71. 
En cuanto a la Argentina, si bien esta situación no alcanza la gravedad de otros países de la 
región, se encuentra en lugar nro. 8 de 15 países latinoamericanos, como se observa en el 
gráfico de un informe anterior de Global Witness del año 2014, que muestra la evolución de 
asesinatos de defensores ambientales en la región72. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
En las áreas de mayor vulnerabilidad socioeconómica, como las provincias del Chaco Argentino, 
la pobreza es uno de los factores que sitúa a las comunidades en inferioridad de condiciones 
para luchar en torno a sus reclamos de acceso a la tierra, al agua y otros recursos naturales, así 
como a la defensa de sus ecosistemas. No obstante, se observa un fortalecimiento de grupos de 
campesinos, criollos e indígenas, que van logrando una mejor organización y apoyos de la 
sociedad civil, en articulación con otros sectores no gubernamentales. 
Para citar algunos ejemplos, los proyectos que llevan a cabo los miembros de la ILC en 
Argentina, implican un componente de empoderamiento de los grupos organizados en sus 
zonas de influencia y de promoción de su incidencia política. Como por ejemplo el Programa de 
Fortalecimiento de Defensoras de Derechos Ambientales impulsado por Fundación Plurales, 
Fondo de Mujeres de Sur y CCIMCAT. Dicho programa se inició en 2014 y desde entonces ha 
apoyado a 56 organizaciones de mujeres de Argentina, Bolivia y Paraguay, financiando a 19 de 
ellas y logrando un alcance de 7000 mujeres por medio de capacitaciones, talleres, encuentros y 
acciones en el marco de los proyectos ejecutados por las organizaciones miembro.  
Según el último informe de las organizaciones impulsoras y su Boletín de Justicia Ambiental73, 
esta iniciativa permitió el fortalecimiento de Grupos de Defensoras Ambientales (GDA) que 
luchan por el derecho a la tierra, al agua y a un ambiente sano en una región de creciente 
conflictividad social, vinculada principalmente al uso de la tierra. En el marco de las acciones 

                                         
71 International Service for Human Rights, 2015. El rol de las empresas y los Estados en las violaciones contra los 
defensores y las defensoras de los derechos de la tierra, el territorio y el ambiente. Documento consultado el 
10/01/2018:http://www.ohchr.org/Documents/Issues/Environment/ImplementationReport/Civil%20society%20organizati
on%20joint%20reoprt%20SP.pdf 
72 Global Witness, 2014. Medio ambiente mortal. Informe sobre el aumento del número de asesinatos de defensores del 
medio ambiente y la tierra. 
73 OJA 06, diciembre 2017. Consultado el 13/02/2018: http://www.plurales.org/observatorio-justicia-ambiental-oja-06/ 
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desarrolladas se logró contribuir al fortalecimiento organizacional de los GDA, la reducción del 
aislamiento y una mejora en sus niveles de incidencia política, en favor de sus derechos 
ambientales. Si bien son importantes los avances, se plantea la necesidad de profundizar los 
procesos en los casos de mayor vulnerabilidad, de comunidades desplazadas o con riesgo de 
ser desplazadas de sus territorios, apuntalando principalmente su capacidad para incidir 
políticamente en favor de sus derechos sobre el territorio y resistir en él. Los GDA se enfrentan a 
permanentes vulneraciones de sus derechos más elementales con pocas o nulas capacidades de 
defensa, y cuando realizan acciones directas para reclamar por los mismos, son frecuentes la 
represión y la desarticulación de estos mecanismos por agentes del Estado o por privados74.  
Por otro lado, el Gobierno Nacional ha tomado algunas medidas preocupantes desde su 
asunción en 2015, como la declaración de emergencia nacional en seguridad, el confuso 
anuncio de un protocolo que busca limitar la protesta social y el desmantelamiento de áreas del 
Estado que participaban en la investigación de la complicidad empresarial con los crímenes de 
lesa humanidad75. En este contexto y tras la sucesión de algunos casos polémicos en torno al 
uso legítimo de la fuerza pública, surge la inquietud sobre si el Gobierno estaría a la altura de las 
circunstancias a la hora de proteger activistas en riesgo. 
 

 

                                         
74 Ibíd. 
75 Chillier, G., 2016. Derechos Humanos en la Argentina, CELS. Documento consultado el 10/01/2018: 
http://www.cels.org.ar/especiales/informeanual2016/#prologo 


